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Tema:



DERECHO DE PETICIÓN / CONFIRMA / HECHO SUPERADO / ENTREGA INMEDIATA DE AYUDAS HUMANITARIAS / NO SE ACCEDE / “Así las cosas, es claro que las entidades encargadas de la asignación de los turnos y de la entrega efectiva de la ayuda humanitaria de emergencia están en la obligación de informarle a la persona la fecha cierta o por lo menos aproximada en la cual será materializado lo ya conferido.

Teniendo en cuenta lo dicho, y verificada la información obrante en el expediente, se puede observar que si bien es cierto, la entidad accionada se excedió en el tiempo establecido para dar respuesta a lo solicitado por la señora Luz Estella, también lo es que esta ya realizó un pronunciamiento de fondo, pues mediante oficio del 24 de agosto de los cursantes le informó a la petente el turno que se le asignó para la entrega de la ayuda humanitaria y que el mismo sería otorgado en el término de 60 días calendario, contados a partir de esa fecha.  

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que en lo que tiene que ver con el derecho de petición, el cual fue considerado como vulnerado por el A-Quo, las causas que dieron origen a esa transgresión han desaparecido durante el trámite de esta acción, y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.”

(…)

“Ahora, como quiera que la accionante solicitó en su escrito de impugnación que a través de este mecanismo se le ordene a la UARIV la entrega inmediata de la ayuda humanitaria a la que tiene derecho, debe decirse que no es posible acceder a su pretensión, pues para ello se requiere de un amplio estudio, que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización, esto sumado a que no existe dentro del libelo prueba alguna que dé cuenta de la condición de madre cabeza de familia de la actora, ni se vislumbra nada que haga visible el estado calamitoso de perjuicio irremediable por el cual está pasando, y que haga necesaria la intervención inmediata del Juez constitucional, máxime cuando lo que se busca es que se ordene la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo a fin de que a la accionante se le haga entrega de la ayuda humanitaria que reclama, saltándose con ello el orden de turnos usado por la UARIV para la asignación de tales recursos; lo que quiere decir que una decisión en ese sentido, sería vulneratoria de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada.”

Citación jurisprudencial: Sentencias T-218 de 2014 - T-167 de 2016, entre otras. / Sentencia T-377 de 2000. / Sentencia T-414 de 2013. / Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010. / sentencia SU-540 de 2007.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUZ ESTELLA BERNAL MARTÍNEZ en calidad de accionante, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad el 25 de agosto de 2016, mediante el cual se le tuteló el derecho fundamental de petición del cual es titular.  

ANTECEDENTES:

Refirió la accionante que ha sido víctima de varios desplazamientos forzados, el último de ellos tuvo ocurrencia el 5 de febrero del presente año, por ello hizo declaración en la Defensoría del Pueblo con el Formato Único de Declaración (FUD) BJ000246496 con la cual quedó posteriormente incluida en el Registro Único de Víctimas (RUV) de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV- el 31 de marzo de 2016. 

Al dirigirse al punto de atención de esa entidad, le han dicho que generalmente las ayudas humanitarias de emergencia llegan muy rápido una vez se esté incluido en el RUV, pero como no le habían pagado nada (a pesar de que le informaron que tenía tres giros pendientes), le solicitó a la accionada a través de un derecho de petición del 21 de julio de 2016 para que efectuaran dichos pagos; sin embargo la UARIV no se pronunció al respecto. 
Manifestó que está atravesando una situación muy difícil pues lleva 6 meses en situación de desplazamiento y el primer año es el más difícil de todos, pero al respecto lo único que le dicen es que debe seguir esperando la ayuda humanitaria de emergencia. 
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas y como consecuencia de ello se ordenara a la UARIV la entrega inmediata de la ayuda humanitaria de emergencia a la que tiene derecho, sin dilaciones ni trámites innecesarios y con el enfoque de género de que hablan los Autos 092 y 098 de la Corte Constitucional. Así mismo, prevenir a esa entidad para que se abstuviera de seguir entregando de manera tardía e incompleta la ayuda humanitaria. 
Respuesta de la entidad accionada: a pesar de haberse notificado oportunamente, no se pronunció dentro del término establecido por el Despacho, sino que allegó una respuesta extemporánea suscrita por el Director de la Dirección de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV, en la que dijo que la señora Luz Estella cumple con los requisitos para acceder a las medidas previstas en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (1448 de 2011) que son, declaración ante el Ministerio Público y estar incluida en el RUV. 
Señaló que en lo que tiene que ver con el derecho de petición presentado por la accionante, éste fue contestado de fondo el 24 de agosto de 2016 y notificado por correo certificado a la dirección que aportó para esos efectos; y en cuanto a la solicitud del trámite de atención humanitaria indicó que esa Unidad decidió reconocer los componentes de atención humanitaria basado en criterios de subsistencia mínima a favor de su núcleo familiar, y para ello se le asignó el turno SM 2016-C3GG-0633871, que según los términos establecidos por esa entidad, se harían efectivos en 60 días calendario y una vez cobrados tendrían vigencia de cuatro meses.      
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El  Juzgado  Primero  Penal del Circuito Especializado de esta  ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 10 de agosto de 2016 y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia emitida el 25 de agosto tutelar el derecho fundamental de petición de la señora Luz Estella Bernal Martínez, al considerar que la entidad sobrepasó los términos establecidos por la Ley para pronunciarse sobre la solicitud presentada por ella.  
En vista de lo anterior, resolvió ordenar al Director de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV que en el término de 5 días informara a la accionante el trámite dado a su solicitud y que en lo sucesivo se abstuviera de incurrir en igual omisión frente a las peticiones presentadas por ella. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN

El 29 de agosto la señora Luz Estella presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, reiterando los hechos que motivaron la interposición de la acción de tutela, por lo que resalta que si bien le vulneraron su derecho fundamental de petición, su pretensión principal se encuentra encaminada a que se tengan en cuenta la situación de extrema vulnerabilidad que está atravesando. 
Considera que el A-quo no tuvo en cuenta sus planteamientos pues decidió sobre algo que ella no pidió. 

Resalta que el estado se encuentra en la obligación de proteger sus derechos fundamentales y los de su núcleo familiar, teniendo en consideración que sus hijos son menores de edad y ella una mujer desplazada cabeza de hogar.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si además del derecho de petición que le fue tutelado en primera instancia a la señora Luz Estella, la entidad accionada ha vulnerado también sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas. 
De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo acreditar que la señora Luz Estella Bernal Martínez es víctima de desplazamiento forzado, lo cual se evidenció con la respuesta dada por la encartada frente a esta acción, en la que reconoció que efectivamente la accionante se encuentra incluida en el Registro Único de Víctimas de esa entidad; cabe mencionar que a pesar de que dicha respuesta fue aportada de manera extemporánea, en esta oportunidad será determinante para resolver el presente asunto.  

Antes de entrar a hacer un análisis del caso planteado, es pertinente recordar que la Corte Constitucional a través de su jurisprudencia
 ha reiterado que las personas que han sido víctimas de desplazamiento son sujetos de especial protección constitucional, al situarse en un estado de vulnerabilidad e indefensión, por lo tanto la acción de tutela se torna en el mecanismo judicial idóneo cuando se pretende la protección de garantías fundamentales que están siendo transgredidas por parte de la autoridad competente. 
Acerca del derecho de petición: 
El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.(…)."; como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional
, el alcance e importancia del mismo radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante. 

También ha señalado que: “en relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.” 
En el caso puesto en conocimiento del Juez constitucional, la parte accionante manifestó que a través de derecho de petición, solicitó a la UARIV que le hiciera entrega de la ayuda humanitaria a que tiene derecho en su condición de desplazada, pero como la entidad accionada no dio ninguna respuesta frente a esa solicitud, acudió a esta acción constitucional, para que a través de esta se le ordene a esa entidad que haga la entrega de dicha ayuda. 
De las ayudas humanitarias para los desplazados y la asignación de turnos para su entrega efectiva: 
El Gobierno Nacional a través de la Ley 1448 de 2011 dictó medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, integrando para ello una serie de instituciones y entidades estatales, quienes a través de un conjunto de medidas de asistencia y atención humanitaria tratan que estas personas superen la situación calamitosa en la que quedan después de verse obligadas a abandonar sus hogares. 
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 64 de dicha Ley, la ayuda humanitaria de emergencia es aquella a la cual tienen derechos las personas una vez son admitidas en el Registro Único de Víctimas, y se brinda de acuerdo al grado de necesidad, esta ayuda se entrega por una vez y puede prorrogarse de acuerdo al grado de necesidad de la familia, para ello la UARIV realiza una visita de caracterización con el fin de establecer si los solicitantes requieren ayuda de emergencia o se encuentran bajo unas condiciones socioeconómicas que les permite encontrarse dentro del grupo poblacional que puede hacer uso de atención humanitaria de transición. 

Una vez se ha realizado la caracterización de la familia, se le asigna un turno para la entrega efectiva de la ayuda humanitaria, el cual es fundamental para que se garantice el derecho a la igualdad de las personas que se encuentren en las mismas condiciones. En este sentido ha dicho la Corte Constitucional:
“Definido el proceso de caracterización, la Corte ha admitido entonces la posibilidad de que la administración establezca turnos como medida de organización para la entrega de las prórrogas, especificando que los mismos deben ser respetados so pena de infringir el derecho a la igualdad. Con todo, la administración debe indicar, dentro de un plazo razonable y adecuado a las circunstancias de los afectados, una fecha clara y precisa de entrega. 
 

Precisando lo anterior, esta Corte recientemente expidió el Auto 099 de enero 25 de 2013, emitido por la Sala Especial de Seguimiento de la sentencia T-025 de 2004, que se cita, in extenso, (no está en negrilla en el texto original):

 

 “3.2.3.1. Primera sub-regla. Se pone en riesgo y/o se vulnera el derecho al mínimo vital de la población desplazada cuando la ayuda humanitaria no se entrega de manera inmediata y urgente.
 
La Corte Constitucional ha reiterado que para que la atención humanitaria cumpla con su finalidad de satisfacer las necedades básicas de la población desplazada en la etapa de emergencia, su entrega tiene que ser “inmediata y urgente”[16]. La urgencia e inmediatez que caracterizan la entrega de la ayuda humanitaria configuran “el alcance del respeto del derecho a la igualdad entre las personas que se encuentran a la espera de recibir la Ayuda humanitaria de emergencia”[17]. Al respecto, es importante recordar que la Corte Constitucional ha reiterado que la entrega de la ayuda humanitaria tiene que respetar el orden cronológico de los turnos asignados de acuerdo con el derecho a la igualdad de la población desplazada[18]. Por esta razón ha establecido que, en principio, la acción de tutela no puede ser el mecanismo para ordenar la entrega inmediata de la ayuda de emergencia[19] salvo cuando se trate de casos excepcionales[20] o de extrema urgencia[21], razón por la cual, la Corte Constitucional se ha limitado en varios pronunciamientos a ordenar que se informe a la población beneficiaria acerca de una fecha razonable en la que se entregará la ayuda[22]. En esa medida, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto por el sistema de turnos no significa que las autoridades se eximan de la obligación de informar acerca de una fecha razonable y demás circunstancias en las que la entrega se materializará[23].
 
Ahora bien, es importante delimitar el alcance de estos pronunciamientos, pues el respeto por los turnos y la orden reiterada de la Corte Constitucional de informar acerca de la fecha razonable de su materialización, no significa, en ningún momento, que la generalidad de la población desplazada se vea sometida a una larga espera, de varios meses e incluso años, para recibir la ayuda humanitaria bajo la justificación de que ya se le asignó un turno con una fecha para su materialización. La Corte ha enfatizado y reiterado que:
 
‘es necesario precisar el alcance del respeto del derecho a la igualdad entre las personas que se encuentran a la espera de recibir la Ayuda humanitaria de emergencia. Si bien la Corte ha señalado que, en virtud de este derecho, la persona que cumple con los requisitos de ley para acceder a cualquier componente de la asistencia humanitaria debe respetar el orden cronológico de entrega establecido por Acción Social, ello no significa que el derecho a la igualdad de los desplazados consista en la obligación de que toda la población desplazada aguarde de manera silenciosa la entrega de una asistencia que no es inmediata ni urgente. Muy por el contrario, el derecho a la igualdad implica que la atención humanitaria sea brindada de manera universal a toda la población desplazada respetando el carácter inmediato y urgente de la misma. Solo en este sentido puede interpretarse la orden dada por la Corte Constitucional de que la entidad correspondiente señale un término razonable y oportuno en el cual hará entrega efectiva de la ayuda.’[24]”
 

(…)

4.4. En esa medida, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto por el sistema de turnos es obligatorio, mas no significa que las autoridades se eximan de la obligación de informar acerca de una fecha razonable, acompasada con la situación de la población desplazada, es decir, no puede convertirse en una forma de dilatar la ayuda, que debe ser oportuna.”

Así las cosas, es claro que las entidades encargadas de la asignación de los turnos y de la entrega efectiva de la ayuda humanitaria de emergencia están en la obligación de informarle a la persona la fecha cierta o por lo menos aproximada en la cual será materializado lo ya conferido.
Teniendo en cuenta lo dicho, y verificada la información obrante en el expediente, se puede observar que si bien es cierto, la entidad accionada se excedió en el tiempo establecido para dar respuesta a lo solicitado por la señora Luz Estella, también lo es que esta ya realizó un pronunciamiento de fondo, pues mediante oficio del 24 de agosto de los cursantes le informó a la petente el turno que se le asignó para la entrega de la ayuda humanitaria y que el mismo sería otorgado en el término de 60 días calendario, contados a partir de esa fecha.  
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que en lo que tiene que ver con el derecho de petición, el cual fue considerado como vulnerado por el A-Quo, las causas que dieron origen a esa transgresión han desaparecido durante el trámite de esta acción, y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho en la Sentencia SU-540 de 2007: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Ahora, como quiera que la accionante solicitó en su escrito de impugnación que a través de este mecanismo se le ordene a la UARIV la entrega inmediata de la ayuda humanitaria a la que tiene derecho, debe decirse que no es posible acceder a su pretensión, pues para ello se requiere de un amplio estudio, que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización, esto sumado a que no existe dentro del libelo prueba alguna que dé cuenta de la condición de madre cabeza de familia de la actora, ni se vislumbra nada que haga visible el estado calamitoso de perjuicio irremediable por el cual está pasando, y que haga necesaria la intervención inmediata del Juez constitucional, máxime cuando lo que se busca es que se ordene la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo a fin de que a la accionante se le haga entrega de la ayuda humanitaria que reclama, saltándose con ello el orden de turnos usado por la UARIV para la asignación de tales recursos; lo que quiere decir que una decisión en ese sentido, sería vulneratoria de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 25 de agosto de 2016, por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esa ciudad, tuteló el derecho fundamental de petición de la señora LUZ ESTELLA BERNAL MARTÍNEZ; pero se declara la existencia de un HECHO SUPERADO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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